ACCIÓN DE TUTELA. SEGUNDA INSTANCIA 

RADICACIÓN:   660013187002-2004-1320-01

 ACCIONANTE:     HERNANDO CHACÓN Y OTROS   


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN PENAL

MAGISTRADO PONENTE 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Pereira, febrero dieciocho de dos mil cinco 

                                                               Aprobado por Acta No.  060

                                                               Hora: 2 pm 

1.- VISTOS 

Dentro del proceso de tutela promovido por los señores HERNANDO CHACÓN GÓMEZ, CARLOS ERNESTO BARÓN OSPINA, NANCY JUDITH OSPINA MOTTA y GUILLERMO JARAMILLO QUINTERO, mediante apoderado judicial,
 en contra de la Empresa Nacional de Telecomunicaciones TELECOM  -en liquidación- y la Fiduciaria La Previsora, corresponde a la Sala desatar la impugnación incoada contra la sentencia proferida por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día veinticuatro (24) de diciembre de 2004 que declaró improcedente el amparo. 

2.- SOLICITUD  

Se dice en el libelo de tutela:

1. Que los accionantes se vincularon laboralmente con la empresa TELECOM en las siguientes fechas: 

NOMBRE
FECHA

HERNANDO CHACÓN GÓMEZ 
Octubre 5 de 1981

CARLOS ERNESTO BARÓN OSPINA
Junio 5 de 1979

NANCY JUDITH OSPINA MOTTA
Enero 8 de 1979 

GUILLERMO JARAMILLO QUINTERO
Marzo 1 de 1981

2. Luego de varios años de servicios, dichos ciudadanos fueron desligados de la entidad así: 

NOMBRE
FECHA

HERNANDO CHACÓN GÓMEZ 
Julio 26 de 2003

CARLOS ERNESTO BARÓN OSPINA
Julio 25 de 2003 

NANCY JUDITH OSPINA MOTTA
Julio 26 de 2003

GUILLERMO JARAMILLO QUINTERO
Julio 25 de 2003 

3. Los trabajadores cumplían su derecho a pensionarse en las siguientes fechas: 

NOMBRE
FECHA

HERNANDO CHACÓN GÓMEZ 
Julio 25 de 2006 

CARLOS ERNESTO BARÓN OSPINA
Junio 5 de 2004 

NANCY JUDITH OSPINA MOTTA
Enero 8 de 2004

GUILLERMO JARAMILLO QUINTERO
Marzo 1 de 2006

4. TELECOM en el mes de marzo de 2003 ofreció a algunos trabajadores que se encontraban a menos de siete (7) años de obtener su pensión, la posibilidad de acceder a una PENSIÓN ANTICIPADA. 

5. Pese a que los tutelantes estaban en dicho rango, no fueron llamados a disfrutar del beneficio, lo que, en los términos de copiosa jurisprudencia (se traen las citas), constituye un atentado contra el derecho a la igualdad. 

Por lo anterior, solicita el amparo pertinente y como consecuencia de ello la orden para que se ofrezca el plan de pensión anticipada a que haya lugar.

3.- FALLO

El señor Juez de instancia, como primera medida, se refirió a los tres regímenes de jubilación existentes en Telecom antes de entrar a regir la ley 100 de 1993 y  luego analizó el plan de pensión anticipada que ofreció la entidad, para concluir que ninguno de los cuatro accionantes tenía derecho al pago de la prestación; por consiguiente, ningún derecho fundamental se ha visto afectado. 

Si bien los accionantes pertenecieron a la planta global de cargos de TELECOM y les faltaba menos de siete (7) años para alcanzar su pensión al momento de su retiro, no eran beneficiarios del régimen de transición de la ley 100 de 1993, lo cual era un requisito imprescindible para lograr el objetivo económico. 

No puede entonces decirse que se vulneró el derecho a la igualdad, pues en los otros casos en los que sí se concedió la pensión anticipada, se cumplían los requisitos legales. 

En ese orden de ideas, teniendo en cuenta la ausencia de un perjuicio irremediable y debido a la existencia de otros mecanismos judiciales ordinarios, la decisión fue desfavorable. 

4.- IMPUGNACIÓN

Sin presentar una sustentación formal, el apoderado de los accionantes acude a la segunda instancia para manifestar su inconformidad con el fallo citado. 

5.- SE CONSIDERA
5.1. No obstante la falta de sustentación, es sabido que la segunda instancia en materia de tutelas procede con la mera manifestación expresa por parte del inconforme. Razón de más para que la Sala deba profundizar en todos los factores que incidieron en la presentación de la solicitud, con mayor detalle incluso que frente a una sustentación concreta.

5.2. Como punto al margen y dada la clase de polémica suscitada, llama la atención que no se hubiera elevado derecho de petición ante TELECOM -en liquidación- antes de haber acudido a través de la acción de tutela, como mecanismo residual. 

5.3. Con la Carta de 1991 y como resultado directo de principios filosóficos inspirados en el desarrollo social, se instituyó la Acción Procesal Constitucional de Tutela, como mecanismo ágil y eficiente para acudir en defensa de los derechos fundamentales de las personas, cuando estos resulten agredidos por las autoridades o por particulares -en casos específicos-. 

Ahora, con relación al asunto sometido a estudio, es preciso decir que si bien la Jurisprudencia Constitucional, en algún momento manifestó que no estaba dentro de las potestades de los jueces de tutela orientar el contenido de las decisiones administrativas, dicha tesis ha sido desestimada por recientes fallos que han depurado el sentido y los alcances de la protección de los derechos fundamentales. 

En efecto, son múltiples los pronunciamientos que han abierto las puertas a órdenes de carácter administrativo provisionales por medio de la acción de tutela, pero este proceder sólo es posible cuando es evidente  la violación a un derecho superior y cuando de manera ostensible se deduce -de los elementos probatorios- que el interesado en verdad adquirió el derecho a la prestación reclamada.

En el sub examine, luego de un análisis minucioso del voluminoso documental procesal, encuentra la Sala que en ninguno de los cuatro (4) casos traídos se materializó el derecho prestacional pretendido (pensión anticipada), por lo que el amparo, tal y como atinadamente lo adujo el a quo, deviene improcedente. Se pasa a explicar:

Para ser beneficiarios del plan de pensión anticipada siendo trabajadores en cargos ordinarios, además de faltarles siete (7) años para pensionarse, los cuatro accionantes debían reunir dos requisitos adicionales: ser beneficiarios del régimen de transición de la ley 100 de 1993 y haber estado vinculados a TELECOM cuando se transformó en Empresa Industrial y Comercial del Estado (diciembre de 1992).  

Si bien todos los interesados para el año 1992 estaban vinculados a la planta global de TELECOM, ninguno de ellos logró ser cobijado por el régimen de transición de la ley 100 de 1993. 

Según el artículo 36 de la citada normatividad, pueden disfrutar del régimen anterior a la ley 100 quienes al momento de entrar en vigencia el Sistema General de Seguridad Social (abril 1 de 1994 -artículo 151-) tuvieran treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de servicios.

Revisada con cuidado la documentación remitida por TELECOM -en liquidación-, deducimos sin hesitación que ninguno de los actores para el primero de abril de 1994 había cumplido los requisitos de edad para ser cobijados por su régimen pensional primigenio. Obsérvese:

NOMBRE
FECHA DE NACIMIENTO
EDAD A PRIMERO DE ABRIL DE 1994

HERNANDO CHACÓN GÓMEZ 
Julio 25 de 1956 (fl. 566)
37 AÑOS 

CARLOS ERNESTO BARÓN OSPINA
Marzo 7 de 1960 (fl 555)
34 AÑOS 

NANCY JUDITH OSPINA MOTTA
Diciembre 15 de 1959 (fl 597)
34 AÑOS

GUILLERMO JARAMILLO QUINTERO
Marzo 2 de 1975 (fl. 582)
37 AÑOS

Así las cosas y teniendo en cuenta que ninguno de los citados ciudadanos tampoco tenía como mínimo quince (15) años de servicios en la empresa,
 se puede afirmar que el beneficio económico pretendido no nació a la vida jurídica. Los soportes allegados así lo están indicando
. 

Encuentra el Tribunal que la decisión de primera instancia debe confirmarse íntegramente. Aunque en otras ocasiones se amparó el derecho a la igualdad y se ordenó el pago de prestaciones sociales, la situación puesta de presente tiene elementos bastante disímiles, como ya se advirtió; además no se avizora en ninguno de los casos un perjuicio irremediable (debido a la ausencia del requisito inmediatez
 y a la existencia de una indemnización
).  

6.- DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la decisión de tutela que ha sido objeto de revisión. 

SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                    VICENTE RODRÍGUEZ FEO

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ 

Secretaria de la Sala
� En los folios 120, 124,125 y 126 obran los respectivos poderes. 


� Revisadas las hojas prestacionales de cada uno de los accionantes, deduce la Sala que las fechas de inicio laboral brindadas en el libelo inicial son ciertas (excepto la de NANCY JUDITH que es agosto 1 de 1979 -fl 597- y no enero 8 de 1979), lo que lleva a concluir que ninguno tenía como mínimo quince años de servicios al primero de abril de 1994. .  


� De todas maneras existen otros mecanismos de defensa judiciales. 


� La acción de tutela exige para su prosperidad la existencia de un plazo razonable entre la violación al derecho fundamental y la presentación ante los jueces en busca del amparo (entre otras, ver la sentencia T-450 de 2004) 


� Debemos recordar que cada uno de los accionantes fue beneficiario de una nada despreciable suma de dinero, producto de la indemnización por su desvinculación. Ha sido muy clara la Corte Constitucional al sostener que en tratándose de programas de reestructuración de entidades públicas, el pago de una indemnización excluye la procedencia de la acción de tutela (Sentencia T-876 de 2004 y T-069 de 2001). 
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